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  ACCIONANTE: DIANA MARCELA ESPINOSA LÓPEZ
En Rep. SOFÍA SILVA ESPINOSA
CONCEDE

SALUD DEL MENOR DE EDAD/ Debilidad manifiesta/ Obstáculos administrativos en la prestación del servicio/ Tratamiento integral/ Requisito de la incapacidad económica para sufragar los gastos de transporte y estadía
“Lo anterior nos permite establecer que en efecto los derechos fundamentales de la menor SOFÍA SILVA ESPINOSA han sido quebrantados por la entidad encargada de su prestación y por ende se debe procurar por su salvaguarda, máxime que a la fecha de ahora no se conoce si en efecto ya se procedió por parte de la accionada a autorizar la valoración y terapias que requiere la niña para seguir con su tratamiento (…) aunque las prescripciones médicas fueron otorgadas desde octubre 30 de 2015, el Dispensario médico no las ha permitido, presuntamente por carencia de contrato con tales especialidades (…)
Así mismo y como quiera que a raíz de la condición médica que tiene la menor SOFÍA SILVA ESPINOSA quien fue diagnosticada por la especialista en Neuropsicología infantil con `hiperactividad de tipo mixta´ y `perturbación de la actividad y de la atención´, puede necesitar una serie de valoraciones, exámenes, intervenciones, terapias o medicamentos con el fin de contrarrestar las patologías que sufre y que dieron origen a esta acción (…) porque es imperativo que frente a una vulneración del derecho a la salud se den los pasos necesarios para garantizar que esa situación no se vuelva a repetir, y en aras de asegurar que la atención que se preste sea oportuna, eficaz y especialmente continua, se ordenará al Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No 8 `Batalla de San Mateo´ que garantice al accionante la continuidad en la prestación de los servicios de salud y el tratamiento integral (…) que requiera con ocasión de la condición médica diagnosticada y que motivó la intervención del juez constitucional.”
“(…) en la demanda de tutela solo se hizo alusión a la incapacidad para asumir los costos del tratamiento de la menor, pero no se expresó que tal situación igualmente se evidenciara respecto al pago de transporte o alojamiento en el evento de que los procedimientos a efectuar a la pequeña se deban realizar por fuera del municipio de Pereira, ni mucho menos se hizo alusión a su condición personal o la del padre del menor que les impida asumir tal erogación.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-187 y T-391 de 2009, T-111 y T-384 de 2013, T-160 y T-644 de 2014.
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Pereira, tres (03) de marzo de dos mil dieciséis (2016)

                                                                  Acta de Aprobación No. 173
                                                   Hora: 10:30 a.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por la señora DIANA MARCELA ESPINOSA LÓPEZ en su calidad de representante legal de la menor SOFÍA SILVA ESPINOSA en contra de la Dirección General de Sanidad Militar, al considerar vulnerados los derechos fundamentales a la salud de su hija.

2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de la información que se aporta por intermedio de la madre de la pequeña SOFÍA SILVA ESPINOSA, se puede sintetizar así: (i)  su hija de 7 años de edad se encuentra afiliada a los servicios de salud del Ejército, que le son prestados en el Batallón San Mateo; (ii) a la edad de 8 meses tuvo un accidente que alteró su desarrollo psicomotor, y a partir de los 3 años inicio controles en fonoaudiología y terapia ocupacional, para posteriormente ser remitida a citas con neurología, neuropsicología y audiología, último éste que arrojo resultados normales, pero los demás profesionales conceptuaron que debía seguir con un proceso continuo en citas y terapias; (iii) en marzo 31 de 2014 la niña tuvo su primera cita con psicóloga clínica y especialista en neuropsicología, profesional quien determinó que debía tener un tratamiento duradero, pero las terapias no se las han brindado con la continuidad requerida, y del nuevo examen realizado en octubre de 2015 se concluye que la menor tuvo un retraso en su rehabilitación, y por ende se le ordenó una valoración neuropsicológica completa, 20 sesiones de rehabilitación por esa especialidad y 20 terapias por fonoaudiología, pero al solicitarlas al Dispensario se le respondió que no hay convenio con ninguna entidad de salud y que debía esperar; (iv) la situación médica de SOFÍA es seria y los procedimientos médicos deben ser constantes y a tiempo para minimizar las posibles secuelas de la enfermedad de “Déficit de atención e imperativismo mixto (sic)”, porque de no ser tratada le dificultará sus relaciones interpersonales a futuro y su desarrollo intelectual; y (v) no cuenta con recursos económicos para que su hija sea atendida por entidades privadas.

Pide se protejan los derechos fundamentales a la vida, salud y seguridad social de su hija SOFÍA SILVA ESPINOSA y en consecuencia se ordene al Ejército Nacional que: (i) autorice los exámenes y terapias prescritas; (ii) le brinde el tratamiento integral para la enfermedad que padece, y (iii) se le suministren los viáticos para el traslado de la menor cuando los procedimientos se deban realizar fuera del municipio de Pereira.

3.- CONTESTACIÓN

3.1.- El despacho corrió traslado de la acción de tutela al Director General de Sanidad Militar del Ejército Nacional y vinculó a la Dirección Seccional de Sanidad y a la Directora del Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería Nro. 8 “Batalla de San Mateo”, frente a lo cual solamente se pronunció ésta última para referir que se tuvo contacto con la madre de la menor para que hiciera llegar la documentación relacionada con cada uno de los servicios ordenados a la niña, por lo que una vez expedidas las autorizaciones se harían llegar a esta Corporación. Pide sean desestimadas las pretensiones de la accionante.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde a esta Colegiatura determinar si en la cuestión puesta en consideración se han vulnerado los derechos fundamentales de la menor SOFÍA SILVA ESPINOSA en cuya representación su madre elevó el amparo constitucional, y si es procedente la protección de los mismos en los términos que se invoca en el escrito de tutela.

5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito para la protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De acuerdo a lo consignado en la tutela, la solicitud de amparo se instauró con el propósito de proteger las garantías constitucionales de la menor, las cuales estima vulneradas por la Dirección General de Sanidad del Ejército Nacional, más concretamente por el Dispensario Médico Nro. 3029 del Batallón de Artillería No 8 de Pereira, por cuanto no le ha autorizado las valoraciones y terapias que la psicóloga clínica y especialista en neuropsicología le prescribió a la niña SOFÍA SILVA, a quien le diagnosticó  “hiperactividad de tipo mixta” y “perturbación de la actividad y de la atención”.
Lo primero que debe tenerse en consideración es que la afectada es un sujeto de especial protección, pues por tratarse de una menor de 7 años de edad se halla en circunstancias de debilidad manifiesta y por ende se hace necesario salvaguardar su derecho a la salud, como así se ha indicado por el máximo Órgano en materia constitucional
:

“[…] esta Corte ha consolidado que la acción de tutela es un medio judicial procedente, eficaz e idóneo para exigir judicialmente el respeto a los derechos a la seguridad social y a la salud, con mayor razón frente a grupos de población que se hallen en circunstancias de debilidad manifiesta (inciso final art. 13 Const.), entre los que están los niños, niñas y adolescentes, las personas de avanzada edad y quienes se encuentren en condición de discapacidad. De tal manera ha expresado
:

“El criterio anterior ha sido complementado y precisado por la propia jurisprudencia, en el sentido de señalar que, tratándose de personas que por sus condiciones de debilidad manifiesta son sujeto de especial protección por parte del Estado, como es el caso de los niños, los discapacitados y los adultos mayores (C.P. arts. 13, 46 y 47), la salud tiene el alcance de un derecho fundamental autónomo, sin que surja la necesidad de demostrar conexidad alguna con otros derechos de tal rango, para efectos de disponer su protección constitucional a través de la acción de tutela.”

Así mismo, debe observarse que el artículo 44 de la Constitución Política señala que los derechos de los niños son de carácter fundamental y prevalecen sobre los de las demás personas e igualmente la Carta Política en su artículo 13, consagra una protección especial a favor de éstos dadas sus condiciones de  vulnerabilidad e indefensión
.

Y es por esto que el Alto Tribunal ha referido que:
“A partir de estos postulados, la Corte Constitucional ha afirmado que niños y niñas son merecedores de tratamiento especial y prioritario
. En efecto, según fallo C-615 de 2001 la fundamentalidad de los derechos de los menores configura un tratamiento privilegiado o de primacía de sus derechos sobre los de las demás personas. Igualmente, en su jurisprudencia ha destacado el principio pro infans, en virtud del cual cuando se presenten conflictos entre derechos o sea necesario coordinar éstos, debe conferirse prioridad a los intereses de los menores”.

En el presente asunto se tiene establecido que la niña SOFÍA SILVA  ESPINOSA se encuentra afiliada en condición de beneficiaria de su padre quien es soldado profesional del Ejército Nacional y por ende es la Dirección de Sanidad del Batallón de Artillería No 8 de esta ciudad donde se le prestan los servicios médicos asistenciales, y al ser diagnosticada con “hiperactividad de tipo mixta” y “perturbación de la actividad y de la atención”, la neuropsicóloga desde octubre de 2015 le ordenó una valoración neuropsicológica completa, 20 sesiones de rehabilitación por esa especialidad y 20 terapias de fonoaudiología. Y aunque la madre de la pequeña procuró obtener las autorizaciones respectivas por parte del Dispensario Médico para ello, la respuesta fue negativa al anteponerse situaciones de índole administrativo, por cuanto se le indicó que no hay convenio con ninguna entidad y debía esperar, sin habérsele dado fecha concreta, constituyéndose tal circunstancia en una dilación injustificada que da al traste con la prestación del derecho fundamental a la salud reclamado, como así lo ha decantado la Guardiana de la Constitución, véase: 

“Para la Corte la prestación efectiva de los servicios de salud incluye el que se presten de forma oportuna, a partir del momento en que un médico tratante determina que se requiere un medicamento o procedimiento. Las dilaciones injustificadas, es decir, aquellos trámites que se imponen al usuario que no hacen parte del proceso regular que se debe surtir para acceder al servicio, y que además, en muchos casos, se originan cuando la entidad responsable traslada el cumplimiento de un deber legal al paciente, lleva a que la salud del interesado se deteriore, lo que se traduce en una violación autónoma del derecho a la salud.

3.5. Aunado a lo anterior, también son trabas injustificadas aquellas que sin ser una exigencia directa al usuario sobre un procedimiento a surtir, terminan por afectar su derecho fundamental a la salud, en cualquiera de sus facetas. En cumplimiento de las funciones que les asigna el Sistema a las entidades que lo integran, se pueden presentar fallas u obstáculos en relación a circunstancias administrativas o financieras, de índole interinstitucional. Es frecuente por ejemplo, que una institución prestadora de los servicios de salud niegue la práctica de un examen diagnóstico, o la valoración por un especialista, o el suministro de un medicamento o insumo, aduciendo que la EPS a la cual se encuentra afiliado el usuario no tiene convenio vigente para la atención, o no ha pagado la contraprestación económica, o se adeudan cuentas de cobro. Cuando la carga por estos inconvenientes se traslada al usuario, se vulnera su derecho fundamental a la salud”. 
 

Lo anterior nos permite establecer que en efecto los derechos fundamentales de la menor SOFÍA SILVA ESPINOSA han sido quebrantados por la entidad encargada de su prestación y por ende se debe procurar por su salvaguarda, máxime que a la fecha de ahora no se conoce si en efecto ya se procedió por parte de la accionada a autorizar la valoración y terapias que requiere la niña para seguir con su tratamiento -las que al parecer iba a ordenar, como se desprende de su respuesta-, pero éstas, como así lo ha referido su señora madre, no se le han efectuado con la continuidad requerida y ello se avizora con claridad en el presente asunto, pues aunque las prescripciones médicas fueron otorgadas desde octubre 30 de 2015, el Dispensario médico no las ha permitido, presuntamente por carencia de contrato con tales especialidades, según la nota inserta en las referidas solicitudes
.
Así mismo y como quiera que a raíz de la condición médica que tiene la menor SOFÍA SILVA ESPINOSA quien fue diagnosticada por la especialista en Neuropsicología infantil con “hiperactividad de tipo mixta” y “perturbación de la actividad y de la atención” 
,  puede necesitar una serie de valoraciones, exámenes, intervenciones, terapias o medicamentos con el fin de contrarrestar las patologías que sufre y que dieron origen a esta acción, de conformidad con los lineamientos constitucionales
 que al respecto se tienen, en especial porque es imperativo que frente a una vulneración del derecho a la salud se den los pasos necesarios para garantizar que esa situación no se vuelva a repetir, y en aras de asegurar que la atención que se preste sea oportuna, eficaz y especialmente continua, se ordenará al Dispensario Médico 3029 del Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo” que garantice al accionante la continuidad en la prestación de los servicios de salud y el tratamiento integral (prevención, protección, diagnóstico, recuperación y rehabilitación) que requiera con ocasión de la condición médica diagnosticada y que motivó la intervención del juez constitucional.

En relación con el tema de los servicios de transporte, alojamiento y manutención que reclama la accionante, debe precisar la Colegiatura que el artículo 34 del Decreto 1795/00, por medio del cual se estructura el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, establece que el Plan de Atención Básica para ese régimen especial es el contemplado en el artículo 165 de la Ley 100/93, es decir, el Plan Obligatorio de Salud, y en éste no se encuentra incluido el traslado que reclama, en tanto solo opera para pacientes que excepcionalmente lo requieran. 

La Corte Constitucional en Sentencia T-644/14, en relación con la asistencia de transporte y alojamiento dentro del sistema de salud ha expresado que este:

“[…] no es un servicio médico, sino una prestación que permite el acceso a las atenciones que requiere un paciente
. Al respecto, esta Corporación ha señalado que, “si bien el transporte y hospedaje del paciente no son servicios médicos, en ciertos eventos el acceso al servicio de salud depende de que al paciente le sean financiados los gastos de desplazamiento y estadía en el lugar donde se le pueda prestar atención médica. (…) Así pues, toda persona tiene derecho a que se remuevan las barreras y obstáculos que impidan a una persona acceder a los servicios de salud que requiere con necesidad, cuando éstas implican el desplazamiento a un lugar distinto al de residencia, debido a que en su territorio no existen instituciones en capacidad de prestarlo, y la persona no puede asumir los costos de dicho traslado”
. 
La Corte ha ordenado el traslado en ambulancia  de los pacientes y la financiación de los gastos de desplazamiento, además de hospedaje de una persona para facilitarle el acceso a los servicios de salud que requería. Esas decisiones se han sustentado en el principio constitucional de solidaridad, consagrado en el numeral 2º del artículo 95 de la Constitución Política, mandato que impone a toda persona el deber de responder “con acciones humanitarias ante situaciones que pongan en peligro la vida o la salud de las personas”
.
Así mismo ha establecido la Corte Constitucional que: “cuando el paciente no cuente con los recursos para sufragar los gastos que le genera el desplazamiento y, éste, sea la causa que le impide recibir el servicio médico, esta carencia se constituye en una barrera para acceder al goce efectivo de su derecho a la salud. En éste evento, le corresponde al juez constitucional aplicar la regla jurisprudencial para la procedencia del amparo para financiar el traslado, en los casos donde se acredite que “(i) ni el paciente ni sus familiares cercanos tienen los recursos económicos suficientes para pagar el valor del traslado y (ii) de no efectuarse la remisión se pone en riesgo la vida, la integridad física o el estado de salud del usuario.
” 

De todas formas, aunque la jurisprudencia constitucional
  ha determinado que en principio el servicio de transporte es una carga que debe asumir el paciente y su familia, el juez de tutela con el fin de materializar la protección de los derechos a la vida y salud, y cuando esté probada esa falta de recursos económicos, puede hacer recaer dicha obligación en la entidad prestadora del servicio, cuando se cumplen los presupuestos que para ello ha señalado la H. Corte Constitucional, a saber:

“[…] Por ende, a la luz de la jurisprudencia constitucional, el suministro del servicio adicional de traslado de pacientes tiene la finalidad de asegurar que el esfuerzo prestacional realizado procure el acceso de las personas que, de manera efectiva, requieren la asistencia de estas entidades, pues de otra forma su aplicación irrestricta conduciría a una desconcentrada inversión de los recursos que, en últimas perjudicaría a los sectores de la población menos favorecida que reclaman atención prevalente. 

Así, los supuestos que permiten concluir el deber de proveer el traslado de pacientes en casos no comprendidos en la legislación pueden ser resumidos de la siguiente manera: (i) el procedimiento o tratamiento debe ser imprescindible para asegurar el derecho a la salud y la integridad de la persona. Al respecto se debe observar que la salud no se limita a la conservación del conjunto determinado de condiciones biológicas de las que depende, en estricto sentido, la vida humana, sino que este concepto, a la luz de lo dispuesto en los artículos 1° y 11 del Texto Constitucional, extiende sus márgenes hasta comprender los elementos requeridos por el ser humano para disfrutar de una vida digna
 (ii) el paciente o sus familiares carecen de recursos económicos para sufragar los gastos de desplazamiento
 y (iii) la imposibilidad de acceder al tratamiento por no llevarse a cabo el traslado genera riesgo para la vida, la integridad física o la salud del paciente, la cual incluye su fase de recuperación
.[…]”

En este trámite se asegura por la parte accionante que: (i) la menor afectada SOFÍA SILVA ESPINOSA tiene 7 años de edad, lo que la convierte en un sujeto de especial protección constitucional; (ii) se encuentra afiliada a la Dirección de Sanidad Militar del Ejército Nacional, como beneficiaria de su señor padre quien es Soldado Profesional; y (iii) su representante legal no cuenta con la capacidad económica ni los medios necesarios para sufragar los costos de su tratamiento.
No obstante esas afirmaciones, la realidad procesal indica que no fueron claros los argumentos presentados por la peticionaria frente a su falta de capacidad económica. Ello si se tiene en cuenta que en la demanda de tutela solo se hizo alusión a la incapacidad para asumir los costos del tratamiento de la menor, pero no se expresó que tal situación igualmente se evidenciara respecto al pago de transporte o alojamiento en el evento de que los procedimientos a efectuar a la pequeña se deban realizar por fuera del municipio de Pereira, ni mucho menos se hizo alusión a su condición personal o la del padre del menor que les impida asumir tal erogación.
Lo dicho permite concluir que la accionante no aportó argumentos suficientes para respaldar su solicitud,  en tanto la información arrimada no fue suficiente para indicar que se estaba frente a una de las excepciones que consagra la jurisprudencia transcrita. 
Y si bien es preciso aclarar que en materia de acción de tutela no existen requisitos probatorios específicos, es necesario que quien alega los hechos suministre elementos que permitan llevar al juez el convencimiento de la realidad procesal, y en ese sentido tanto la accionante como la entidad accionada están en el deber de allegar al proceso todo aquello que estimen pertinente y conducente para demostrar sus dichos.
Sobre la carga de la prueba en las acciones de tutela, la H. Corte Constitucional en sentencia T-187/09 expuso:

“El artículo 3º del  Decreto 2591 de 1991 establece como uno de los principios rectores de la acción de tutela “(…) la prevalencia del derecho sustancial (…)”. Por este motivo, una de las características de esta acción es su informalidad. 
 
Así, en materia probatoria, es posible demostrar los hechos aludidos por ambas partes mediante cualquier medio que logre convencer a la autoridad judicial, ya que no existe tarifa legal. Esta informalidad probatoria llega hasta el punto de que la autoridad judicial, al momento de analizar los medios probatorios aportados al proceso, pueda - cuando llegue al convencimiento de la verdad procesal - dejar de practicar algunas de las pruebas solicitadas, tal como se dispone en el artículo 22 del Decreto 2591 de 1991. 
 
De esta forma, la libertad probatoria en sede de tutela es amplia, pero esto no significa que no exista una carga mínima de la prueba en cabeza de quien alega la vulneración de algún derecho fundamental, ya que las reglas probatorias generales aplican también para la acción de tutela. Es decir, si bien es cierto que basta al juez tener la convicción de la vulneración del derecho constitucional fundamental para ampararlo, también lo es que debe acreditarse en el expediente la transgresión, para que dicha protección constitucional se pueda obtener. Para ello el juez dispone, además, de amplios poderes oficiosos, los cuales a su turno también se encuentran limitados por la idoneidad en su utilización. Así, en principio, quien alude un hecho tiene el deber de aportar los medios para convencer a la autoridad judicial de que en efecto ha sucedido o de aportar los elementos necesarios que sugieran razonablemente al juez la utilización idónea de sus poderes oficiosos en la prueba.” 
 -negrillas nuestras-
Por lo demás, no existe en el dossier soporte probatorio alguno que permita predicar que los procedimientos prescritos a la niña SOFÍA SILVA ESPINOSA no puedan ser realizados en Pereira, máxime cuando se observa que ya le han sido prestados servicios en las áreas de neuropsicología y fonoaudiología en esta ciudad, situación más para considerar que no se hace necesario impartir orden para el pago del transporte y alojamiento reclamado, al no evidenciarse requerimiento alguno a ese respecto.

De conformidad con lo discurrido, la Sala tutelará el derecho fundamental a la salud y a la seguridad social de los que es titular la menor SOFÍA  SILVA ESPINOSA, y en consecuencia ordenará al Dispensario Médico 3029, Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, que en el término de 48 horas contadas a partir de la notificación de esta providencia, proceda a autorizar la práctica de la valoración neuropsicológica completa, así como las 20 terapias por neurología y 20 de fonoaudiología que le fueron dispuestas por la especialista tratante, y que deberán realizarse y/o iniciarse dentro de los diez (10) días siguientes. De igual modo se deberá brindar el tratamiento integral que requiere para la atención de su enfermedad, aunque se encuentren excluidos del POS.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELAN los derechos fundamentales a la salud y seguridad social del que es titular el menor SOFÍA SILVA ESPINOSA.
SEGUNDO: SE ORDENA a la Directora del Dispensario Médico 3029, Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, que en el término de 48 horas contadas a partir de la notificación de esta providencia autorice la relación de la valoración por neuropsicología y las 20 sesiones de rehabilitación por esa misma especialidad, así como las 20 terapias por fonoaudiología prescritas para la menor SOFÍA SILVA ESPINOSA, los cuales deberán llevarse a cabo y/o iniciarse en un lapso no superior a los diez (10) días siguientes.

TERCERO: SE ORDENA a la Directora del Dispensario Médico 3029, Batallón de Artillería No 8 “Batalla de San Mateo”, que de manera ágil, oportuna y eficaz, le preste a la menor SOFÍA SILVA ESPINOSA el tratamiento integral que pueda requerir en relación con las patologías de “hiperactividad de tipo mixta” y “perturbación de la actividad y de la atención” puestas de presente en este trámite, aunque se encuentren excluidos del POS.
CUARTO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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� Sentencia T-398/08, T-408-11 y T-039/13 en la que se dijo: “El principio de integralidad, comprende dos elementos: “(i) garantizar la continuidad en la prestación del servicio y (ii) evitar a los accionantes la interposición de nuevas acciones de tutela por cada nuevo servicio que sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad, con ocasión de la misma patología”. La materialización del principio de integralidad conlleva a que toda prestación del servicio se realice de manera oportuna, eficiente y con calidad; de lo contrario se vulneran los derechos fundamentales de los usuarios del sistema de salud.”.





� Sentencia T-388 de 2012. 


� Sentencia T-760 de 2008, T-022 de 2011 y T-481 de 2011.


�  Sentencia T-019 de 2010.


�Sentencias T-900 de 2000;  T-1079 de 2001; T-1158 de 2001;  T- 962 de 2005; T-493 de 2006; T-057 de 2009; T-346 de 2009 y T-550 de 2009. 


� Corte Constitucional, Sentencia T-111 de 2013. 


� Sentencias T-900 y T-567/02, T-099 y T-062/06 


� Sentencia T-364 de 2005


� Sentencias T-786 de 2006, T-861 de 2005, T-408 de 2005, T-197 de 203, T-467 de 2002, T-900 de 2002, T-1079 de 2001.


� Cfr. T-786 de 2006, T-861 de 2005, T-408 de 2005, T-197 de 2003, T-900 de 2002


� Sentencia T-391/09.


� Corte Constitucional Sentencia T-187 de 2009, M.P. Dr. Juan Carlos Henao Pérez
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